Acusados: ARN y otro
Radicado: 66001 60 00 036 2011 06630 01
Delitos: Falsedad en documento privado – fraude procesal
Asunto: Confirma decisión de preclusión 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / INEXISTENCIA DEL HECHO INVESTIGADO / DEFINICIÓN LEGAL Y ALCANCES / SOLICITADA DURANTE LA ETAPA DE JUZGAMIENTO / NO DEBE CONFUNDIRSE CON LA IMPOSIBILIDAD DE DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA / VALORACIÓN PROBATORIA.
En el presente evento la preclusión por los delitos antes mencionados fue solicitada por la delegada de la FGN en la etapa de juzgamiento con sustento en la causal prevista en el artículo 332-3 del C.P.P. (inexistencia del hecho investigado). 

Para el efecto se tiene en cuenta que la vocera del ente acusador adujo que no contaba con un dictamen pericial que indicara que el título valor se llenó en forma fraudulenta y que el proceso ejecutivo adelantado en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad fue archivado por desistimiento tácito…
… se entiende que de la denuncia presentada se deduce que el mencionado título valor fue llenado sin la anuencia de sus suscriptores, vulnerando lo dispuesto en el artículo 622 del C. de Co…
En ese sentido se entiende que las pruebas pedidas por la FGN que fueron decretadas en la audiencia preparatoria, estaban dirigidas a probar los supuestos fácticos de la acusación contra los señores ARN y LCRG, por lo cual no queda claro cuál fue la razón que llevó a la nueva Fiscal que asumió el juicio a solicitar que se decretara la preclusión de la investigación sin que se hubiera practicado ninguna prueba en el juicio oral, aduciendo en lo esencial que no se contaba con una prueba pericial que demostrara la falsedad del título valor cobrado a los denunciantes, frente a lo cual cabe replicar que en este caso el tema a probar no era la falsificación de las firmas de los suscriptores del título valor, sino que el hecho de ese instrumento fue llenado por una suma mayor a la convenida, sin su autorización…
En consecuencia se considera que la FGN tiene la posibilidad de demostrar en el juicio el contexto fáctico de la acusación, con los testimonios de los afectados, del investigador Juan Carlos Piedrahita Marín y con la prueba documental decretada en la audiencia preparatoria.

Por lo tanto al contar con la prueba documental y testimonial relacionada, no era posible que la delegada de la FGN renunciara a su práctica para solicitar la preclusión de la investigación, aduciendo la “inexistencia de los hechos investigados”, cuando su predecesor había formulado una hipótesis sustancialmente diversa según la cual el título valor fue alterado en su monto, fue usado en el tráfico jurídico, al ser endosado a un tercero y con base en el mismo se indujo en error al funcionario judicial que profirió el consiguiente mandamiento ejecutivo, conductas que se subsumen en los artículos 289 y 453 del CP.
Por lo tanto la Sala considera que le asistió razón al Juez 7º Penal del Circuito de esta ciudad para negar la preclusión solicitada por la delegad de la FGN, quien planteó sin mayor sustentación, la inexistencia de las conductas de falsedad en documento privado y fraude procesal como fundamento de su petición, que además fue mal esbozada porque realmente el trasfondo de la misma era la aplicación del numeral 6º de esa norma que establece un supuesto distinto, que viene a ser la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia de los procesaos, lo cual para nada se aviene a lo que sucede en el presente caso, fuera de que el parágrafo de esa norma señala claramente que: “Durante el juzgamiento, de sobrevenir las causales contempladas en los numerales 1º y 3º, el fiscal, el Ministerio Público o la defensa, podrán solicitar al juez de conocimiento la preclusión”…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 1074 del veinticinco (25) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Pereira, veintisiete (27) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 10:06 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR 
Se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la delegada Fiscal y la defensa, contra la decisión del Juez 7º Penal de esta ciudad, por medio de la cual se abstuvo de decretar la preclusión de la investigación que se adelanta contra los señores ARN y LCRG, por la conducta punible de falsedad en documento privado y fraude procesal.
2. ANTECEDENTES 
2.1 El 6 de agosto de 2018, una vez fue instalada la audiencia de juicio oral, la delegada de la FGN anunció que iba a solicitar la preclusión de la investigación a favor de los procesados, petición que fue coadyuvada por el defensor de los procesados y el apoderado de las víctimas, respecto del proceso que se adelanta en contra de ARN… y LCRG… por los delitos de falsedad en documento privado y fraude procesal, por la causal de “inexistencia del hecho investigado”, que contempla el artículo 332-3 de CPP.

2.2 La juez de conocimiento no accedió a la solicitud de la delegada del ente investigador y se abstuvo de decretar la preclusión solicitada. Su determinación fue recurrida por la FGN y la defensa. 
2.3 En el evento sub júdice la FGN adelantó un programa metodológico encaminado a investigar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de las conductas investigadas por las cuales se convocó a juicio a los procesados ARN y LCRN, a quienes se les había formulado imputación por las conductas punibles antes referidas y que luego fueron acusados bajo el siguiente contexto fáctico:

 “En el año 2007, los señores José Walter Uchima Arango y su señora madre María Amparo Arango Escudero, suscribieron una letra de cambio, por un valor de un millón de pesos a favor de ARN, la cual se dejó en blanco, debido al grado de amistad que había entre los mismos. Finalmente no se prestó dinero, ni se devolvió la letra. 

El 10 de agosto del año 2011, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, notifica a José Walter y María Amparo, demanda ejecutiva por una letra de cambio, por valor de cuarenta millones de pesos, la cual es la misma que fue suscrita por estos, y que se dejó en blanco, la que había sido endosada por ARN a LCRG.”

2.4 En la audiencia del 6 de agosto de 2018, la delegada de la FGN fundamentó su solicitud de preclusión, por la causal 3ª del artículo 332 del CPP, es decir por “inexistencia de los hechos investigados”, con base en la siguiente argumentación:

· No tenía como fundamentar una teoría del caso, lo que verificó al momento de preparar el juicio oral pues acaba de recibir las diligencias para hacer su intervención en la vista pública. 
· No contaba con una prueba pericial que indicara que el título usado fue llenado falsamente y aunque se podría argüir que esa situación se podría probar con testimonios, su posición se basaba en el examen de la documentación correspondiente al proceso ejecutivo que se tramitó en el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad, donde inicialmente los demandantes se acercaron a ese despacho a decir que no estaban interesados en continuar con la acción, pese a que ya se había librado mandamiento de pago, fuera de que finalmente el 22 de octubre de 2014 se emitió un auto donde se terminó el proceso ejecutivo por desistimiento tácito, sin que se hubieran practicado medidas cautelares. 

· En el proceso civil los demandados no propusieron excepciones donde se tildara el título como falso, lo que habría servido de apoyo al proceso penal.
· Con las indagaciones que se hicieron para verificar los arraigos, se advirtió que los involucrados eran cercanos, pues tenían relaciones de amistad entre ellos y se habían prestado dinero antes sin hacer anotaciones, por lo cual no podía asegurar que se hubiera presentado la conducta de falsedad en el documento privado. 

· Tampoco estaba en capacidad de afirmar que se presentó el punible de fraude procesal, pues se desconoce la manera como se endosó el titulo valor a LCRG, ni se podía asegurar que esta persona hubiera realizado esa conducta por el hecho de que hubiera radicado la demanda ejecutiva, ya que la FGN no tiene como demostrar esa situación y no se propuso ninguna excepción ni se tachó de falsedad ese documento, por lo cual LCRG no estaba en capacidad de saber qué estaba haciendo incurrir en error al juez 2º civil del circuito de esta ciudad al promover la acción ejecutiva con este título valor. 

· Por ello no podía asegurar que hubieran existido las conductas punibles sobre las que versó la acusación, ya que la responsabilidad en materia civil es objetiva respecto a los títulos valores. 

2.5 La representante de la víctima manifestó que no se oponía a la solicitud de preclusión, ya que se ajustaba a lo dispuesto en el artículo 332 numeral 3º del C PP. 

2.6 El agente del Ministerio Público se pronunció en el siguiente sentido: 

· En este caso se presentan dos actos diferentes: i) existe un título espurio en su diligenciamiento más no en su firma. Según el C. de Co. los títulos entregados en blanco pueden ser llenados por el acreedor, previa existencia de una carta de instrucciones, pero la jurisprudencia ha dicho que aunque no se cuente con una expresa autorización por escrito, también es claro que asume entonces el contenido del título; y ii) definir quien endosó el título y lo introdujo en el ámbito jurídico mediante una acción judicial.

· Se podría decir que en principio que lo hizo LCRG quien inició la acción judicial ejecutiva según los documentos que existen, de quien se asume que actuó de buena fe y que el título fue diligenciado en igual forma. 

· Habría que preguntarse si ARN que fue quien endosó el título se le puede predicar algún reproche penal, por el hecho de haber endosado un título y haberlo diligenciado, sin que mediara una autorización o una carta de instrucciones de los denunciantes. 

· En principio se podría decir que se le puede atribuir la razón a la delegada de la FGN, pues se puede inferir que la conducta no existió toda vez que LCRG pudo promover la acción ejecutiva, partiendo de su buena fe, pues recibió un título en las condiciones legales para ello. 

· No existe suficiente claridad sobre el hecho de que ÁRN hubiera incurrido en una conducta punible, ya que si bien no se cuenta con un dictamen grafológico si hay un reconocimiento de firmas por las víctimas, al decir que suscribieron la letra, pero que no era cierto su contenido. Pero podría preguntarse si existiría un juicio de reproche hacia ARN por ser el primer beneficiario del título y haberlo llenado.
· Si el despacho precluye la investigación contra los dos procesados, surge un problema aún más complejo, porque si el hecho no tuvo existencia fenomenológica y se accediera a la petición de la Fiscal, estaríamos frente a un delito de falsa denuncia contra persona determinada, lo que obligaría a compulsar copias contra el denunciante que le atribuyó a los procesados la comisión de dos conductas punibles que en realidad no ocurrieron.

2.7 Por su parte el defensor coadyuvó la solicitud de preclusión, exponiendo lo siguiente: 
· No estaba claro quien cometió el delito de falsedad en documento privado, pues no se sabe si lo realizaron sus representados al iniciar la acción civil o si fueron el señor Uchima y su progenitora cuando manifestaron que ellos no llenaron el texto de la letra de cambio y al tratarse de una duda que no es posible desvirtuar, se debe concluir que no existió el tipo descrito en el artículo 289 del CP.
· Al no demostrarse la existencia de esa conducta contra la fe pública, tampoco se presentaba el contra jus de fraude procesal atribuido a los acusados, pues al no haberse acreditado la falsedad del título valor, no se podía asegurar que se hubiera inducido en error al juez que conoció del proceso civil, lo que demuestra la inexistencia de dolo, fuera de que los demandados no propusieron excepciones en el proceso civil, ni tacharon de falso el título de recaudo ejecutivo.
3. SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA

3.1 El A quo negó la preclusión solicitada por la delegada de la FGN, argumentando lo siguiente:

· Hizo un recuento fáctico del cual extrajo que en el año 2007 el señor José Walter Uchima y su progenitora María Amparo Arango firmaron una letra de cambio a favor de ARN por $1.000.000, pero se enteraron años más tarde que LCRG había iniciado un proceso ejecutivo en su contra, por $40.000.000, suma que no adeudaban a ARN.
· Si bien las firmas del título son reales, el documento no es veraz en lo relativo a su contenido, pues esa deuda jamás fue adquirida por el señor Uchima y la señora Arango.
· La delegada de la FGN solicitó en medio del juicio oral, que se declare la preclusión en favor de los procesados, por inexistencia del hecho, para lo cual adujo que no tenía elementos de juicio que indicaran que la letra referida no es verídica en cuanto a su contenido, pues no existía un dictamen pericial que así lo indicara y ya había fenecido la oportunidad para solicitar pruebas, por lo cual no se podía probar si la letra fue llenada antes o después del endoso hecho en favor de LCRG.

· El artículo 332 del CPP en su numeral 3º señala como causal de preclusión la inexistencia del hecho investigado y su parágrafo dice que la FGN puede solicitar la preclusión por cualquiera de las causales antes de la acusación, pero que luego de que esta se surta solamente lo puede hacer por las causales 1ª y 3ª de esa norma. 
· La causal 4º del artículo 331 se relaciona con la atipicidad del hecho investigado. Existe una gran diferencia entre la inexistencia de un hecho y su atipicidad, sobre lo cual citó el auto CSJ SP  de 2016 radicado 48969 
· La SP de la CSJ dice que un hecho es inexistente cuando no hay una correspondencia fenomenológica entre el contexto de la acusación y lo que ocurrió. La atipicidad se refiere a hechos que existieron pero que no están tipificados como delito. Por su parte la causal 6ª del artículo 331 CPP se relaciona con casos en los que pudo existir una conducta punible, pero no hay posibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia de los procesados.
· En este caso los hechos existieron y sobre ello obra la denuncia de José Walter Uchima, en el sentido de que la letra de cambio fue firmada por valor de $1.000.000. Igualmente existe la constancia del juzgado 2º civil al respecto, dentro del proceso en el que actuó como demandante LCRG. 
· En sus entrevistas los denunciantes expresaron que nunca recibieron un préstamo por valor de $40.000.000; que si firmaron el título para respaldar una deuda por $1.000.000 y que ARN lo llenó por los $40.000.000, sin que hubiera respaldo para esa suma y además con esa acción fue que se puso en marcha el aparato judicial a través del proceso ejecutivo.
· Los hechos sobre los que versó la acusación si existieron, lo que no es objeto de discusión. Cosa distinta es que la delegada de la FGN argumente que no obra un estudio grafológico que indique que existió la falsedad denunciada, con lo cual lo que está planteando es un problema probatorio, que sería propio de la causal 6º del artículo 331 del CPP, por las deficiencias probatorias del ente acusador.

· El delegado del Ministerio Público considera que se presume la buena fe en las actuaciones del señor LCRG, pero eso no indica que no haya existido el proceso ejecutivo que él inició, que fue lo que determinó la acusación en su contra, ni que esa presunción pueda ser desvirtuada con la prueba que se practique en el juicio.
· Los procesados actuaron como coautores ya que los dos se pusieron de acuerdo para llenar la letra de cambio y promover el proceso ejecutivo, según consta en la acusación, y es lógico que un tercero tenga menos responsabilidad, pues no se le puede excepcionar lo relativo a la inexistencia del negocio causal que dio origen a la emisión del título valor, lo que sí se puede excepcionar frente al primer beneficiario de la letra. 

· Los argumentos de la defensa se centran en la causal 6ª del artículo 331 del CPP aduciendo la existencia de dudas sobre la responsabilidad de los procesados, ya que todas las partes e intervinientes aceptan la existencia de los hechos investigados, pero se centran en la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia.
· Al no haber lugar a decretar la preclusión solicitada y aunque se entienda que ello significa un desgaste para el aparato judicial, el único camino que encuentra posible es que las partes estipulen todos los hechos y se formule una solicitud de absolución, para que el juez la decida, o en su defecto que se intente un  principio de oportunidad, lo que le compete a la FGN.
· Finalmente expuso que su decisión le generaba un impedimento para seguir conociendo del caso, al haber valorado las pruebas y considerar que los hechos denunciados sí existieron. 
3.2 La decisión fue apelada por la delegada de la FGN y el defensor de los procesados. 

4. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON LA SUSTENTACIÓN DE LOS RECURSOS PROPUESTOS.
4.1 Delegada FGN (Recurrente)
· La ley penal no puede encargarse de establecer el monto de un título valor para que se diga si existe o no delito, y en esta caso lo que se presenta es un conflicto o diferencia respecto de la suma que se indicó como adeudada, sobre una obligación que realmente existió, lo que no es indicativo de que exista una conducta punible.

· Según su valoración de la prueba, aun de contarse con un dictamen grafológico no se podría saber con seguridad si el monto de lo adeudado es el motivo de desacuerdo, lo que no se podría debatir dentro del proceso penal. 

· Según la entrevista de la señora Arango Escudero, de quien se supo que había falleció, se dejaron llevar por la premura del caso, ya que ARN y su hijo José Walter Uchima se prestaban dinero mutuamente y compensaban las sumas adeudadas, por lo cual era posible que el señor RN le hubiera pedido que le firmara esa letra, por lo cual no discute que existe el título valor, pero no existe corroboración de las partes sobre el negocio que realizaron.

· El núcleo del asunto gira en torno en que ARN le puso un valor superior a una letra, por una suma que los denunciantes no recibieron, lo que genera una controversia que no debe ser resueltas en un proceso penal, máxime cuando los demandados no presentaron excepciones en el proceso civil relacionadas con el pago de la obligación, pese a que estaban representados por su abogado. 

· No cabe duda de que el negocio jurídico si existió, pero ello no constituye un delito. Además no se puede solicitar un principio de oportunidad porque acá no hay un mínimo de evidencia de responsabilidad, si se tiene en cuenta que hay divergencias en lo referente al valor de la letra de cambio. 

· Los denunciantes, que fueron los demandados en el proceso ejecutivo, jamás propusieron excepciones pese a tener abogado. 

4.2 Defensor (recurrente)

· No se debate la existencia de la letra de cambio, que con base en ella se inició el proceso ejecutivo y que a consecuencia de ello, fue que el señor José Walter Uchima presentó una denuncia. Sin embargo, el señor Uchima y su madre aceptaron esa deuda, no manifestaron cuál era su monto y no negaron que tenían negocios con ÁRN quien le endosó el título valor a LCRG.
· Estos elementos objetivos no alcanzan a configurar un delito, y no existe un mínimo probatorio de responsabilidad en contra de los procesados, si se tiene en cuenta que la acción ejecutiva fue promovida en el año 2008.

· La FGN no tiene pruebas para desvirtuar la presunción de inocencia de los procesados, salvo las manifestaciones del señor Uchima, por lo cual de practicarse el juicio no se reunirían los requisitos del artículo 381 del CPP para dictar una sentencia condenatoria, ya que no tiene forma de acreditar que la letra de cambio fue falsificada y que con base en ella se indujo en error al juez que tramito el proceso ejecutivo, lo que aparece confirmado con la posición asumida por el representante de las víctimas, quien reiteró que no estaban interesados en continuar la acción penal. 

4.3 Delegado del Ministerio Público (No recurrente)

· El numeral 3º del 332 CPP, que es el que invoca la representante de la FGN, indica que se puede precluir una investigación cuando las circunstancias objetivas en que se fundamenta la acción indican que no tuvieron existencia en el mundo real.
· El juez de conocimiento concluyó que no era posible precluir la investigación por la causal prevista en el numeral 3º del artículo 332 CPP.

· Citó un precedente de la SP de la CSJ, sobre el artículo 332 del CPP, según el cual, si una causal diversa aparece probada, como sería el caso concreto de la causal 6ª de esa norma, el juez debe decretar la preclusión aun cuando considere que la terminación del proceso proceda por una diferente a la que fue planteada, lo que sería posible si se estuviera en una etapa diversa a la del juicio, pues existe una norma expresa que lo prohíbe, máxime si la delegada de la FGN no pidió el cese de la acción penal por una causal diversa.

· Por lo tanto considera que no es procedente que el despacho convalide la petición de la FGN, con base en una causal diversa a la permitida 

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
5.1 Esta Sala es competente para conocer del presente recurso de apelación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 34-1 de la Ley 906 de 2004. 

5.2 Para resolver el problema jurídico planteado relacionado con el grado de acierto de la decisión de la Juez 7º Penal del Circuito de esta ciudad, de no precluir la investigación que se adelanta contra los señores ARN y LCRG por los delitos de falsedad en documento privado y fraude procesal, se debe manifestar inicialmente que de acuerdo con el artículo 250 de la Constitución Política, y al artículo 200 de la ley 906 de 2004, la FGN tiene la facultad de adelantar el ejercicio de la acción penal para lo cual debe iniciar la indagación e investigación de los hechos, siempre que existan motivos y circunstancias fácticas que permitan inferir la existencia de una conducta punible y la identificación de sus posibles  autores o partícipes.

5.3 Como el criterio vigente es que por regla general la Fiscalía no ejerce funciones jurisdiccionales, esta entidad debe solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones en los eventos previstos en el artículo 332 del C.P.P., o en los casos en que se cuente con prueba de las situaciones que originan la extinción de la acción penal previstas en el artículo 77 del mismo código.
5.4 En el presente evento la preclusión por los delitos antes mencionados fue solicitada por la delegada de la FGN en la etapa de juzgamiento con sustento en la causal prevista en el artículo 332-3 del C.P.P. (inexistencia del hecho investigado). 
Para el efecto se tiene en cuenta que la vocera del ente acusador adujo que no contaba con un dictamen pericial que indicara que el título valor se llenó en forma fraudulenta y que el proceso ejecutivo adelantado en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad fue archivado por desistimiento tácito, sin que se radicaran medidas cautelares ni se propusieran excepciones por los demandados, por lo cual no podría comprobar que se presentaron los delitos de falsedad en documento privado, ni de fraude procesal atribuidos a los procesados, ya que se desconocía la forma en que se endosó el título valor en mención. 
5.5 La declaratoria de preclusión tiene el efecto de extinguir la acción penal
. Las exigencias y consecuencias de una determinación de esa naturaleza han sido examinadas en la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional donde se expuso:
“Por tratarse de un acto de parte que, no obstante presenta una significativa relevancia frente a los derechos de las víctimas y perjudicados con el delito, el legislador penal, estableció diversos tipos de controles orientados a preservar el acceso a la justicia de estos sujetos procesales. En este sentido, previó que se trata de una solicitud que está regida por el principio de legalidad, toda vez que debe ser formulada con apego a unas causales ( artículo 332 C.P.P.) acompañada de un adecuado respaldo probatorio, sometida a una amplia contradicción argumentativa y probatoria, como quiera que debe ser tramitada en audiencia (art. 333 C.P.P.), con la participación de las víctimas, el Ministerio Público y la defensa, y definida por el juez de conocimiento mediante sentencia, que contará con los recursos de ley” 

5.6 La argumentación de la FGN para solicitar la preclusión se basa en el hecho de que no cuenta con la prueba que permita concluir que el documento, en este caso el título valor por valor de $40.000.000 fue alterado, y fue usado, con lo cual se presentó la conducta de falsedad en documento privado, y luego se utilizó como título de recaudo ejecutivo en el proceso que promovió LCRG contra María Amparo Arango Escudero y José Walder Uchima Arango, que se tramitó en el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad, lo que a su vez llevaba a subumir ese acto en el contra jus de fraude procesal, pese a lo cual consideró que por estar en la fase de la audiencia de juzgamiento ya no le era posible solicitar pruebas relacionadas con la alteración de la letra de cambio, y en razón a ello no le quedaba otra alternativa que solicitar la declaratoria de preclusión en favor de los acusados.

5.7 Al examinar la carpeta remitida por la FGN se observa lo siguiente:

5.7.1 El señor José Walder Uchima Arango formuló denuncia el 14 de diciembre de 2011, manifestando: i) en el año 2007, él y su madre María Amparo Arango Escudero habían firmado una letra de cambio en blanco en favor de “su compadre” ARN, para garantizar un préstamo de un millón de pesos ($1.000.000), sin que hubiera recibido esa suma; ii) el 10 de agosto de 2011 le notificaron a él y a su madre el mandamiento ejecutivo por la suma de cuarenta millones de pesos ($40.000.000), proferido por el Juzgado 2º Civil del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo que promovió el señor RG a quien no conocían
; ii) se anexaron diversos documentos como el mandamiento de pago librado en contra de denunciante y de su madre, el 4 de octubre de 2008, y en favor del señor RG, por la suma antes mencionada
 y la letra de cambio librada en favor de ARN
; iii) el secretario del Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad certificó que el citado mandamiento de pago fue expedido el 4 de noviembre de 2008, y que se había requerido al demandante para que se notificara al demandado Walter Uchima Aango, so pena de dar aplicación a la figura del desistimiento tácito
.

5.8 Igualmente obran las entrevistas rendidas por los suscriptores del título valor de las cuales se desprende que: i) firmaron la letra en blanco por confiar en el señor ARN; ii) que nunca recibieron el $1.000.000,00 que le habían solicitado en préstamo; iii) ARN no les devolvió ese título valor; iv) que el señor Uchima había contraído unas obligaciones previas con el acusado por asuntos diversos, que no superaban esa suma; iv) luego se sorprendió al enterarse de que el título había sido endosado a un tercero y que mediante una acción ejecutiva le estaban cobrando a él y a su madre María Arango Escudero la suma de $ 40.000.000; y v) existió un delito de falsedad, porque firmaron la letra en blanco en favor de ARN, pero no le adeudaban esa suma. La denuncia fue refrendada en lo esencial por la señora María Amparo Arango Escudero.

5.9 Se entiende que fue con base en esos actos de investigación que la FGN formuló imputación
 y presentó acusación contra ARN y LCRG, en cuyo contexto factico se menciona: i) que en el año 2007 Jose Walter Uchima y su madre María Amparo Arango Escudero firmaron una letra de cambio en favor de ARN (la cual por causa de la amistad que tenían con este fue dejada en blanco), para garantizar el pago de la suma de $1.000. 000 que nunca recibieron sin que este les hubiera devuelto el título; y ii) posteriormente LCRG actuando como endosatario de ese título, inicio un proceso ejecutivo contra los afectados con base en esa letra de cambio que fue llenada por la suma de $40.000.000, y el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad libró mandamiento ejecutivo por esa suma contra los demandados, por lo cual fueron ARN y LCRG fueron convocados a juicio como responsables de las conductas de conductas de falsedad en documento privado (artículo 289 CP) y de fraude procesal (artículo 453 CP) .

5.10 En ese orden de ideas se entiende que de la denuncia presentada se deduce que el mencionado título valor fue llenado sin la anuencia de sus suscriptores, vulnerando lo dispuesto en el artículo 622 del C. de Co. así:
“ARTÍCULO 622. LLENO DE ESPACIOS EN BLANCO Y TÍTULOS EN BLANCO - VALIDEZ. Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora.
Una firma puesta sobre un papel en blanco, entregado por el firmante para convertirlo en un título-valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo. Para que el título, una vez completado, pueda hacerse valer contra cualquiera de los que en él han intervenido antes de completarse, deberá ser llenado estrictamente de acuerdo con la autorización dada para ello.
Si un título de esta clase es negociado, después de llenado, a favor de un tenedor de buena fe exenta de culpa, será válido y efectivo para dicho tenedor y éste podrá hacerlo valer como si se hubiera llenado de acuerdo con las autorizaciones dadas.”
5.11 Ese documento se introdujo al tráfico jurídico al ser endosado al señor LCRG
 y con el mismo se propició el proferimiento de una decisión judicial contenida en el mandamiento ejecutivo que libró el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad contra el señor Uchima y su madre, conforme a lo antes explicado, lo que permitía subsumir esos actos en los tipos antes mencionados.

5.12 En ese sentido se entiende que las pruebas pedidas por la FGN que fueron decretadas en la audiencia preparatoria
, estaban dirigidas a probar los supuestos fácticos de la acusación contra los señores ARN y LCRG, por lo cual no queda claro cuál fue la razón que llevó a la nueva Fiscal que asumió el juicio a solicitar que se decretara la preclusión de la investigación sin que se hubiera practicado ninguna prueba en el juicio oral, aduciendo en lo esencial que no se contaba con una prueba pericial que demostrara la falsedad del título valor cobrado a los denunciantes, frente a lo cual cabe replicar que en este caso el tema a probar no era la falsificación de las firmas de los suscriptores del título valor, sino que el hecho de ese instrumento fue llenado por una suma mayor a la convenida, sin su autorización, lo que implicaba una modalidad de falsedad por alteración, frente a cuya prueba opera el principio de libertad probatoria previsto en el artículo 373 del CPP
5.13 En consecuencia se considera que la FGN tiene la posibilidad de demostrar en el juicio el contexto fáctico de la acusación, con los testimonios de los afectados, del investigador Juan Carlos Piedrahita Marín y con la prueba documental decretada en la audiencia preparatoria.
Por lo tanto al contar con la prueba documental y testimonial relacionada, no era posible que la delegada de la FGN renunciara a su práctica para solicitar la preclusión de la investigación, aduciendo la “inexistencia de los hechos investigados”, cuando su predecesor había formulado una hipótesis sustancialmente diversa según la cual el título valor fue alterado en su monto, fue usado en el tráfico jurídico, al ser endosado a un tercero y con base en el mismo se indujo en error al funcionario judicial que profirió el consiguiente mandamiento ejecutivo, conductas que se subsumen en los artículos 289 y 453 del CP.
5.14 Por lo tanto la Sala considera que le asistió razón al Juez 7º Penal del Circuito de esta ciudad para negar la preclusión solicitada por la delegad de la FGN, quien planteó sin mayor sustentación, la inexistencia de las conductas de falsedad en documento privado y fraude procesal como fundamento de su petición, que además fue mal esbozada porque realmente el trasfondo de la misma era la aplicación del numeral 6º de esa norma que establece un supuesto distinto, que viene a ser la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia de los procesaos, lo cual para nada se aviene a lo que sucede en el presente caso, fuera de que el parágrafo de esa norma señala claramente que: “Durante el juzgamiento, de sobrevenir las causales contempladas en los numerales 1º y 3º, el fiscal, el Ministerio Público o la defensa, podrán solicitar al juez de conocimiento la preclusión”, por lo se infiere que el pedimento de la delegada del ente acusador, que se sustentó en la presunta a “inexistencia del hecho investigado”, realmente iba dirigido a plantear una causal, como la del numeral 6º del artículo 332 del CPP, que por expresa disposición legal resulta improcedente durante la fase de juzgamiento .

5.15 Al respecto se debe tener en cuenta que en un pronunciamiento del 16 de julio de 2014 la SP de la CSJ, con  radicación No. 44.043, M.P. José Luis Barceló Camacho, se dijo:
“2. Un aspecto previo a considerar surge de la redacción del parágrafo trascrito, el cual determina que la postulación en sede del juzgamiento se supedita a que en esa fase “sobrevengan” las causales reseñadas. De conformidad con el uso normal de las palabras, por “sobrevenir” se entiende un acaecer, suceder una cosa después de otra, o algo que surge de repente, sin prevención ni previsión. 

En esas condiciones, si en sede de investigación la Fiscalía no encuentra motivos para reclamar la preclusión, al punto tal que radica acusación, en la fase del juzgamiento los facultados para reclamar ese instituto, no solamente están condicionados para hacerlo únicamente respecto de los dos motivos señalados, sino que deben hacerlo exclusivamente con fundamento en hechos, sucesos, acontecimientos que surjan con posterioridad, esto es, que hayan sobrevenido, sean “nuevos”, en el entendido de que son diversos a los elementos precisados en la acusación.

La razón de ser del mandato es apenas obvia. En efecto, si, previo a su decisión de acusar, la Fiscalía cuenta con un elemento que acredite la estructuración de una de las dos causales objetivas de que se trata, surge obvio que, encontrándose habilitada (facultad que, a la vez, comporta un deber) para reclamar la preclusión, así lo haga para evitar su propio desgaste y el de la justicia si decide acusar y agotar un juicio en donde, finalmente, la decisión será la misma.
En ese contexto, conlleva incontrastable que si la Fiscalía radica acusación es porque no cuenta con elemento alguno que acredite la existencia de uno de los dos motivos objetivos de preclusión señalados, contexto dentro del cual en la fase posterior del trámite hay lugar a postular el instituto única y exclusivamente con fundamento en elementos que sobrevengan, que surjan después de la acusación.

3. En el caso revisado, la parte defendida no adecuó su petición a ese lineamiento, como que la sustentó en la necesidad de que el Tribunal valorase los elementos probatorios de que trata la acusación, esto es, el expediente penal en donde –dice la Fiscalía en sus cargos- se incurrió en las actuaciones y omisiones manifiestamente contrarias a la ley.

De tal manera que la pretensión apunta a que en el juzgamiento, antes de que se adelante la audiencia de debate oral, se ordene la preclusión, pero no con soporte en hechos o elementos que hubiesen surgido con posterioridad a que la Fiscalía radicara su escrito, sino, por el contrario, se aspira a que se valoren los mismos expuestos en la acusación, de tal manera que se desatiende el mandato legal en tanto no se enuncia ni demuestra que las causales pretendidas hayan sobrevenido. 

Por esta vía, resultaba, y resulta, improcedente acceder a la solicitud.”

5.15.1 En tal virtud debe agregarse que la causal invocada en este caso, no se basa en evidencia sobreviniente, en el entendido que desde la radicación del escrito de acusación se relacionaron los EMP, EF e ILO, entre los cuales no se hizo mención alguna de la prueba omitida por la FGN, es decir el dictamen respecto de la autenticidad del título valor tantas veces referido. 
5.16 Aunado a lo anterior y en relación con la causal 3º del artículo 332 CPP, consistente en la inexistencia del hecho investigado, la CSJ SP en pronunciamiento del 18 de junio de 2010, radicado 33.642, citado en la providencia antes señalada, expuso:
“En consecuencia, se tiene establecido que ante el fallador de primer grado, expresamente anunció el solicitante que recurría a la causal  tercera del artículo 332 de la Ley 906 de 2004, que remite a la “inexistencia del hecho investigado”.

No soslaya la Corte que la circunstancia delimitada como propia de la solicitud de preclusión adviene si se quiere objetiva, pues, parece claro que para separarla de otras causales insertas en la norma, dígase la atipicidad del hecho o la existencia de una causal que excluya responsabilidad, el numeral remite a que fenoménicamente eso que se denunció o conoce el funcionario por virtud de su facultad oficiosa, tenga manifestación material, concreta o perceptible por los sentidos.

Entonces, para que la solicitud compagine con la causal, el argumento de fondo debería establecer que, en efecto, no se materializó ese hecho fenoménico que trascendió al entorno objetivo, en otras palabras, que no fue expedida ninguna resolución, o un dictamen o concepto a partir de los cuales advertir si se halla o no conforme a derecho.

En otras palabras, la causal de preclusión se encontraría técnicamente alegada cuando, por ejemplo, los bienes no fueron sustraídos, y se atribuye un hurto, o se pregona un secuestro y se demuestra que la persona voluntariamente huyó de su casa o, en fin, todos aquellos casos en los que objetivamente la conducta básica, acción u omisión, no tuvo ocurrencia objetiva.

En el delito de prevaricato ocurre que a la par con la acción básica –proferir resolución, dictamen o concepto- se alza el elemento normativo de que ese actuar sea “manifiestamente contrario a la ley”, lo que implica una valoración eminentemente subjetiva acerca del contenido y alcances de la acción.

Cuando lo pretendido es que se precluya porque la resolución, dictamen o concepto no son manifiestamente contrarios a la ley, el mecanismo no puede ser el de la causal tercera del artículo 332 en cita, por lo ya anotado, sino el de la atipicidad, contemplado en el numeral 4°, precisamente, porque se demuestra que no se configura ese elemento normativo del tipo penal. 

Ello indica evidente que el solicitante erró de manera profunda cuando significó avenirse con la causal tercera, su solicitud de preclusión”. (Subrayas ex texto).
5.17 En conclusión queda claro que de conformidad con lo expuesto por la representante de la FGN al sustentar su pretensión, resulta indiscutible que la causal invocada no es la que se adecúa a los motivos narrados, en tanto sí existió la conducta por la cual se denunció a los señores ARN y LCRG, toda vez que de los hechos relatados en el factum de la acusación, se desprende que la letra que fue alterada en su monto, fue utilizada para iniciar un proceso ejecutivo en contra del señor Uchima y la señora Arango, por un valor de $40.000.000, lo que conlleva a la posible comisión de los punibles de falsedad en ese documento privado y de fraude procesal al iniciar el proceso judicial para reclamar ese valor, sin que la inexistencia de la prueba técnica mediante la cual se pueda determinar la falsedad en el documento, o que el trámite judicial se terminara por desistimiento tácito
, es decir falta de impulso procesal de las partes, implique la inexistencia de los hechos denunciados. 
5.18 Aunado a lo antedicho, hay que manifestar que al haberse invocado realmente por parte de la delegada de la FGN la causal 6º del artículo 332 del CPP, el defensor no estaba legitimado para recurrir esa decisión, como consecuencia del principio de legitimación de la impugnación, que fue examinado en CSJ SP del 15 de febrero de 2010, radicado 31.767, donde se manifestó lo siguiente:

“En efecto, no resulta lógico dentro de la sistemática que contempla la Ley 906 de 2004, que en la etapa de indagación e investigación, se permita que una parte diferente interponga y le sea resuelto un recurso (cuando el Fiscal ha renunciado a esos medios de gravamen), pues ello equivaldría, ni más ni menos, a que un sujeto procesal diferente del Fiscal quedase habilitado para postular la preclusión, en oposición manifiesta al mandato legal que concedió esa facultad de manera exclusiva al acusador, tal como quedó cabalmente expuesto en precedencia.

Si la petición de preclusión compete únicamente a la Fiscalía, y las demás partes sólo pueden acudir accesoriamente a coadyuvar o a oponerse a su pedido, la inconformidad con lo resuelto igualmente es de resorte exclusivo de esta parte, contexto dentro del cual los otros intervinientes pueden actuar exclusivamente como no recurrentes, eso es, su actuación se condiciona a que el peticionario recurra, para, ahí sí, participar respaldando o rechazando los recursos de la Fiscalía.

De tal suerte si el órgano investigador está conforme con la decisión judicial y la consecuencia de ello es que no impugna, a pesar de lo cual se habilita a otros intervinientes para recurrir, ello comportaría una perversión del sistema, en tanto por esta vía se permitiría, en contra del expreso mandato legal, que una parte ajena a la Fiscalía solicitara la preclusión, pues ese es el alcance real de un recurso ajeno al ente investigador.

Lo anterior cobra mayor notoriedad si se examina el contenido del artículo 333 de la Ley 906 de 2004, que acude en apoyo de la tesis que se menciona, respecto de que la participación de las partes diversas del Fiscal resulta accesoria, depende de la postura del ente acusador, esto es, que su intervención se limita a respaldar o a oponerse a la propuesta del Fiscal.

La norma, incluso, va más allá al restringir la intervención de las demás partes. En efecto, luego de establecer que la Fiscalía debe hacer exposición pública de su pedido con la indicación de los elementos de prueba que le sirven de fundamento, la disposición agrega:

“Acto seguido se conferirá el uso de la palabra a la víctima, al agente del Ministerio Público y al defensor del imputado, en el evento en que quisieren oponerse a la petición del fiscal” (subraya la Sala).

Entonces, el legislador supeditó la participación de los intervinientes diversos de la Fiscalía, exclusivamente al supuesto de que quisieren oponerse al reclamo de preclusión; ni siquiera los habilitó para presentar razones de apoyo. 

De otro lado, es verdad que la decisión con la cual se resuelve la petición de preclusión, según  el artículo 161, numeral 2°, de la Ley 906 de 2004 define un aspecto sustancial; y que conforme al artículo 176, inciso 3°, del mismo estatuto en su contra proceden los recursos ordinarios, también lo es que la anterior hermenéutica no se debe hacer de manera insular, puesto que ello en determinados eventos podría resquebrajar la sistemática reglada en el Código de Procedimiento Penal de 2004.  

Así las cosas, como ha quedado explicado en el cuerpo de esta providencia, sólo el delegado del Fiscal General de la Nación, en la etapa de indagación e investigación, está facultado para solicitar la preclusión y, por ende, habilitado para interponer los recursos ordinarios.

En tal virtud, le asistió razón a la A quo al abstenerse de decretar la preclusión solicitada por cuanto la causal invocada no concuerda con los argumentos de la solicitante y, en consecuencia, se hace necesario adelantar la etapa de juicio a efectos de que el juez de conocimiento tome la decisión correspondiente, con base en la prueba que se introduzca válidamente en la vista pública. 
Con fundamento en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, por medio de la cual se abstuvo de decretar la preclusión de la investigación adelantada en contra de ARN y LCRG, por los punibles de falsedad en documento privado y fraude procesal. 
SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.     

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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